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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán,    
el Juez Rivera Colón y la Jueza Cortés González1 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El Municipio de Hormigueros (en adelante, Municipio o 

apelante) comparece mediante el recurso de título y solicita la 

revocación de una sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Mayagüez (TPI), el 22 de julio de 2014.  

Mediante este dictamen dicho foro primario le impuso 

responsabilidad vicaria al Municipio y ordenó el pago de una 

indemnización económica a los demandados por concepto de 

daños que asciende a la suma total de $341,006.00.   

 Por los fundamentos que a continuación expondremos se 

modifica el dictamen apelado. 

 

                                                 
1 Mediante la Orden Administrativa TA-2015-227 el caso de epígrafe fue 
reasignado a la Jueza Cortés González, en sustitución de la Jueza Aida Nieves 

Figueroa. 
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I. 

 Según surge de los hechos llevados a la consideración del 

foro de primera instancia, el día 28 de julio de 2010, alrededor de 

las 10:59 am, el Sr. Juan Gabriel Rosas Tirado (en adelante, Rosas 

Tirado),  manejaba en dirección este a oeste su vehículo marca 

Suzuki, modelo X17 por la carretera número 338 km 2.4 del Sector 

Hoyo, en el Municipio de Hormigueros, la cual es una carretera de 

dos vías.  Le acompañaba como pasajero, el Sr. Bennie José López 

Valle.  A su vez, un empleado del Municipio, Sr. Andrés Morales 

Rodríguez (en adelante, Morales), manejaba una máquina 

motorizada JOHN DEERE 644H (en adelante máquina, loader o 

DEERE) perteneciente al Municipio, por un camino perpendicular 

a la carretera número 338 que da acceso a dicha carretera desde 

una propiedad que colinda con las facilidades del Departamento de 

Control Ambiental y Reciclaje del Municipio.  Morales conducía por 

dicho camino para entrar a la carretera 338 y antes de hacerlo tocó 

dos veces la bocina del DEERE, realizó un viraje a la derecha 

ocupando parcialmente ambas vías de la carretera por el canasto 

de carga, extremo derecho e impactó con los dientes del cucharón 

de la máquina la parte lateral izquierda del Suzuki que por allí 

discurría.  Rosas Tirado fue atendido por paramédicos del Cuerpo 

de Emergencias Médicas Estatal en el lugar del accidente, quienes 

le inmovilizaron el área cérvico-espinal y lo trasladaron a la Unidad 

Estabilizadora del Centro Médico de Mayagüez, donde fue atendido 

y ese mismo día trasladado en ambulancia aérea a la Unidad de 

Trauma del Centro Médico en Río Piedras, Puerto Rico, donde 

quedó admitido.  Posteriormente, fue intervenido quirúrgicamente, 

recibió atención médica y tratamiento.  

Por motivo de estos hechos, Rosas Tirado, su compañera 

sentimental, Lizmarie Betancourt Cancel; sus padres, Juan Rosas 

Soto y Ernestina Tirado Pérez y la sociedad legal de gananciales 
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compuesta por ambos, entablaron demanda contra el Municipio de 

Hormigueros2 en la que reclamaron daños y perjuicios 

presuntamente sufridos como consecuencia de la negligencia de 

un empleado del Municipio.  Al presentar su alegación responsiva, 

el Municipio negó varias de las alegaciones esenciales de la 

demanda y expuso que las cuantías reclamadas por concepto de 

daños eran excesivas, especulativas y/o exageradas.  En cuanto a 

otras, no las admitió ni negó y alegó no tener información 

suficiente para formar opinión en cuanto a las aseveraciones 

expuestas, por lo que dejó su contestación sujeta a lo que se 

investigara como parte del descubrimiento de prueba.  Además, 

levantó defensas afirmativas; entre estas, que de haber ocurrido el 

incidente alegado el mismo se debió a la negligencia del 

demandante, que de haber existido alguna condición peligrosa, la 

misma fue súbita e imprevisible y/o causada por terceras personas 

ajenas a la parte demandada, que en la alternativa, el demandante 

incurrió en negligencia contribuyente o comparada, ya que 

conducía a exceso de velocidad, que al Municipio le es aplicable la 

Ley de Pleitos contra el Estado, 32 LPRA sec. 3077 y la Ley Núm. 

81 de 30 de agosto de 1991, según enmendada, conocida como la 

Ley de Municipios Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, las cuales establecen límites en cuantía de responsabilidad 

por daños y perjuicios.  Entre las reservas de derechos que 

formuló, se reservó el traer al pleito a cualquier otra parte que 

pudiera responderle directa o indirectamente por los hechos 

alegados en la demanda, acción que no hizo. 

 Luego de varios incidentes procesales y concluido el 

descubrimiento de prueba, el TPI celebró la vista en su fondo los 

                                                 
2 En la vista en su fondo se aclara que no hay reclamación de sociedad de 

gananciales entre Rosas Tirado y Lizmarie Betancourt; la misma no existe.  La 

sociedad de gananciales incluida como demandante fue la de Rosas Soto y 
Tirado Pérez.  Véase epígrafe y alegaciones de la demanda número 7 y 25; TPO 

28 de febrero de 2014 págs. 80-81, 113-114.    
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días 24 al 28 de febrero y 3 de marzo de 2014.  La sentencia a 

favor de la parte demandante y en virtud de la cual se impuso 

responsabilidad vicaria al Municipio por las actuaciones 

negligentes de su empleado fue dictada el 22 de julio de 2014 y 

notificada a las partes el 15 de agosto de 2014.  Inconforme, el  

Municipio interpuso una Moción Solicitando Reconsideración, la 

cual fue denegada mediante Resolución de 12 de diciembre de 

2014, determinación que fue reducida a escrito y notificada el 20 

de enero de 2015. 

 Habiendo advenido final y firme la sentencia, aún en 

desacuerdo, el Municipio acude ante nos el 20 de marzo de 2015, 

alegando que el TPI incidió así: 

ERRÓ EL TPI AL NO PERMITIR LAS 

PREGUNTAS DIRIGIDAS A ROSAS TIRADO EN 
TORNO A SI ESTE HABÍA CONSUMIDO BEBIDAS 
ALCOHÓLICAS Y/O CONSUMIDO MARIHUANA CON 

EL PROPÓSITO DE IMPUGNARLO BAJO LA REGLA 
608 INCISO (3). 

 

ERRÓ EL TPI Y ABUSO DE SU DISCRECIÓN AL 
NO PERMITIR PREGUNTAS AL PERITO DE LA PARTE 

DEMANDANTE, DR. ALBINO, EN TORNO AL TIEMPO 
EN QUE COMIENZA A REFLEJARSE EN EL 
TORRENTE SANGUÍNEO EL CONSUMO DE 

MARIHUANA Y COMETIÓ CRASO ERROR Y ABUSO 
DE DISCRECIÓN AL NO PERMITIR UN PERITO DE 

REFUTACIÓN PARA REFUTAR LO TESTIFICADO POR 
DICHO MÉDICO EN TORNO AL SIGNIFICADO DE UN 
RESULTADO POSITIVO A CANNABINOIDES. 

 
ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE ROSAS 

TIRADO NO INCURRIÓ EN NEGLIGENCIA 
COMPARADA. 

 

ERRÓ EL TPI EN LA APRECIACIÓN DE LA 
PRUEBA PERICIAL DE LA RECONSTRUCCIÓN DEL 
ACCIDENTE 

 
ERRÓ EL TPI AL IMPONER UNA 

INDEMNIZACIÓN EXCESIVA, NO SOSTENIDA POR LA 
PRUEBA Y EN EXCESO DE LA CUANTÍA DISPUESTA 
EN VIRTUD DE LA LEY DE RECLAMACIONES Y 

DEMANDAS CONTRA EL ESTADO, 32 LPRA SEC. 
3077 Y EL ARTÍCULO 15.004 DE LA LEY DE 

MUNICIPIOS AUTÓNOMOS DE PUERTO RICO LA 
CUAL ES IMPROCEDENTE EN DERECHO. 
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Habiendo evaluado los escritos de las partes y luego de 

analizar el derecho aplicable al caso que nos ocupa, procedemos a 

adjudicar el recurso interpuesto. 

II. 

A. Responsabilidad civil extracontractual y negligencia 
comparada 

 
La responsabilidad civil extracontractual responde al interés 

social de mantener la paz y armonía entre las personas que 

conviven en una sociedad civilizada.  Montero Saldaña v. Amer. 

Motors, Corp., 107 DPR 452 (1978); Rivera v. Superior Pkg., Inc, 132 

DPR 115, 125 (1992).  Su propósito fundamental es ofrecerle una 

compensación a la persona que sufra daños y lesiones provocadas 

por los actos u omisiones ilícitas en que intervenga cualquier 

género de culpa o negligencia de otra persona.  H. M. Brau del 

Toro, Daños y Perjuicios Extracontractuales, 2d. Ed. pág. 4.  Dicha 

normativa se encuentra contenida en el Artículo 1802 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 5141, que establece que ―[e]l que por acción u 

omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está 

obligado a reparar el daño causado.‖   Para que prospere una 

reclamación por daños y perjuicios al amparo del referido precepto 

legal, se requiere la concurrencia de tres elementos, los cuales 

tienen que ser probados por la parte demandante: (1) el acto u 

omisión culposa o negligente; (2) la relación causal entre el acto u 

omisión culposa o negligente y el daño ocasionado; y (3) el daño 

real causado al reclamante.  Nieves Díaz v. González Massas, 178 

DPR 820 (2010).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el concepto 

culpa o negligencia como ―la falta del debido cuidado que consiste 

en no anticipar y prever las consecuencias racionales de un acto, o 

de la omisión de un acto, que una persona prudente habría de 

prever en las mismas circunstancias.‖ López v. Porrata Doria, 169 
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DPR 134, 151 (2006); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464, 473 

(1997); Ramos v. Carlo, 85 DPR 353, 358 (1962). Sin embargo, éste 

deber de anticipar y prever los daños no se extiende a todo peligro 

imaginable, sino a aquél que llevaría a una persona prudente a 

anticiparlo.  Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, 309 (1990).  

A tenor con esto, el Artículo 1802 del Código Civil, supra, 

dispone para la reducción de la compensación de un demandante 

en la proporción de la negligencia que a éste se le imputa.  A esos 

efectos, el referido precepto establece que ―[l]a imprudencia 

concurrente del perjudicado no exime de responsabilidad, pero 

conlleva la reducción de la indemnización.‖  El Artículo incorpora 

la defensa de negligencia comparada, establecida mediante la Ley 

Núm. 28 de 9 de junio de 1956.  Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. 

P.R., 173 DPR 170 (2008).  Conforme a esa doctrina ―la negligencia 

concurrente o contribuyente del demandante sirve para mitigar, 

atenuar o reducir la responsabilidad pecuniaria del demandado, 

pero no para eximir totalmente de responsabilidad a éste.‖ 

Quiñones López v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 176 (1996).  Ello 

requiere que el juzgador determine el monto de la compensación 

que corresponde a la víctima y determine la fracción de negligencia 

incurrida por cada parte para luego reducir la indemnización del 

demandante conforme a la distribución de la responsabilidad. 

Ramos Milano v. Walmart, 168 DPR 112, 119 (2006).  Para 

determinar la negligencia de cada parte es preciso hacer un 

análisis circunstancial del caso.  Id.   El Tribunal debe analizar 

todos los hechos y las circunstancias particulares de cada caso y 

hacer referencia a precedentes o guías comparables que sirvan 

como base para la distribución de responsabilidad en el caso ante 

su consideración.  Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. P.R.  

173 DPR 170 (2008). 
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En los casos en que se determine la existencia de negligencia 

comparada podría ser de aplicación la doctrina de absorción de 

culpas.  La misma es de aplicación en casos en los que existe una 

evidente desproporción entre la culpa en la que incurrió el 

demandado y la culpa en la que incurrió el demandante, en cuyo 

caso la mayor negligencia absorbe totalmente la negligencia de la 

otra parte y su respectiva responsabilidad.  Toro Lugo v. Ortiz 

Martínez, 113 DPR 56, 57 (1982); Cárdenas Maxán v. Rodríguez 

Rodríguez, 125 DPR 702, 710-711 (1990).   

B. Valoración de daños 

El concepto daño comprende tanto pérdidas patrimoniales 

como no patrimoniales. Los daños patrimoniales incluyen el valor 

de la pérdida sufrida y la ganancia dejada de obtener por un 

acreedor.  31 LPRA sec. 3023.  Entre los no patrimoniales están 

comprendidos los daños físicos y las angustias mentales. Se 

consideran angustias mentales indemnizables aquellos daños de 

carácter emocional, tales como estados de pesar, sufrimiento, 

angustia, dolor y ansiedad causalmente relacionados con un acto 

culposo o negligente.  Elba A.B.M. v. U.P.R., supra.  

Valorar los daños es uno de los ejercicios de la función 

judicial más complejos.  Al fin y al cabo, implica adjudicar un valor 

monetario a un daño que solo puede ser aprehendido en toda su 

extensión por quien lo sufre.  Las prácticas judiciales reiteradas 

dan un marco de referencia adecuado para que los tribunales 

puedan hacer dicha gestión estimatoria con alguna uniformidad.  

Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 DPR 774 (2010).  No 

obstante, como ―no existen casos exactamente iguales y cada uno 

depende de sus propias circunstancias al momento de valorizar los 

daños‖, en el fondo de la cuestión está implícito un ejercicio de 

discreción guiado por el sentido de justicia del juzgador.  Rodríguez 

et al v. Hospital et. al.; 186 DPR 889, 943 (2012); Ramírez Ferrer v. 
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Conagra Food PR, 175 DPR 799, 819 (2009); Blás v. Hosp. 

Guadalupe, 146 DPR 267, 339 (1998); Urrutia v. AAA, 103 DPR 

643, 647 (1975). 

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que los tribunales 

apelativos no debemos intervenir con la valoración de daños que 

realiza el foro primario, salvo cuando la cuantía concedida resulte 

ridículamente baja o exageradamente alta.  Santiago Montañez, et 

al. v. Fresenius Medical Care, et al., Op. de 6 de mayo de 2016, 

2016 TSPR 76, 195 DPR ____ (2016); Meléndez Vega v. El Vocero de 

PR, 189 DPR 123, 203 (2013); Rodríguez et al v. Hospital et. al., 

supra; Riley v. Rodríguez Pacheco, 119 DPR 762 (1987).  La base 

para esa estimación, lógicamente es la prueba aportada, cuya 

apreciación por el foro primario está cobijada por una presunción 

de que fue correcta.  Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 42.2; Blás v. Hosp. Guadalupe, supra.  La ausencia de 

proporcionalidad entre los daños probados y la indemnización 

concedida es base para variar, en apelación, una indemnización.  

Si la indemnización se ajusta a la concedida en casos anteriores 

similares, ajustada al valor presente, se presume razonable y no 

debe ser alterada en apelación.  Herrera Rivera v. SLG Ramírez-

Vicéns, supra.   

Nuestro más Alto Foro ha reconocido que la tarea judicial de 

estimar y valorar los daños resulta ser difícil y angustiosa porque 

no existe un sistema de computación que permita llegar a un 

resultado exacto con el cual todas las partes queden 

completamente complacidas y satisfechas.  Santiago Montañez, et 

al. v. Fresenius Medical Care, et al., supra; Herrera Rivera v. S.L.G. 

Ramírez-Vicéns, supra.   Es por ello que los foros revisores 

guardarán deferencia a las valorizaciones de daños que hagan los 

foros de primera instancia, puesto que son éstos los que tienen 

contacto directo con la prueba testifical presentada y, por ende, 
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están en mejor posición para emitir un juicio sobre la valorización 

de daños.  Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et 

al., supra;   Rodríguez, et als. v. Hosp., et als., supra; Herrera 

Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra.   No obstante lo anterior, 

nuestro más Alto Foro ha advertido a los jueces y juezas sobre la 

importancia de detallar en sus dictámenes los casos que se utilicen 

como referencia  o punto de partida para la estimación y valoración 

de daños y el cómputo realizado para establecer las cuantías que 

se concedan.  Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, 

et al., supra. 

C. Prueba de impugnación 

La prueba de impugnación está reglamentada por la Regla 608 

(a) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 608, que dispone que 

cualquier parte, incluyendo a la que llama a dicha persona testigo 

a declarar, puede impugnar la credibilidad de un testigo.  Por su 

parte, el inciso (b) de dicha regla establece los medios de prueba 

que se podrán utilizar para impugnar o sostener la credibilidad de 

un testigo, entre estos, el grado de capacidad de la persona testigo 

para percibir, recordar o comunicar cualquier hecho sobe el cual 

declara.  Regla 608 (b) (3), supra.  La prueba de impugnación se 

divide en dos tipos: (1) la específica, que se refiere a aquella prueba 

directa que ataca el testimonio y tiende a establecer que el testigo 

se contradijo; y (2) la no específica, que ataca la credibilidad del 

testigo de forma general, como lo sería por ejemplo la impugnación 

por parcialidad e interés.  Berríos Falcón v. Torres Merced, 175 DPR 

962, 973 (2009).    

Ahora bien, el propósito de la prueba de impugnación es 

menoscabar la credibilidad del testigo, no utilizar evidencia que de 

otra forma no podría ser admisible. Id., pág. 975; Pueblo v. 

Galindo, 129 DPR 627, 645–646 (1991).  Estamos ante la 

impugnación por contradicción cuando se atacan instancias 
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específicas del testimonio del declarante, demostrando que la 

declaración prestada es falsa, inexacta, poco probable o errónea. 

Berríos Falcón v. Torres Merced, supra; Pueblo v. Galindo, supra, 

págs. 643–644.  Por lo tanto, no puede utilizarse como evidencia 

sustantiva en el caso.3   

D. La oferta de prueba 

Las Reglas 104, 105 y 106 de las de Evidencia, 32 LPRA Ap. 

VI, R. 104-106, establecen los requisitos que debe satisfacer una 

parte que plantea en apelación que el foro de instancia excluyó 

indebidamente alguna prueba. Dispone, en lo pertinente, la Regla 

104 que:   

(b) Oferta de prueba.—En el caso de exclusión errónea 
de prueba, la parte perjudicada deberá invocar el 
fundamento específico para la admisibilidad de la 

evidencia ofrecida y hacer una oferta de prueba de 
forma que surja claramente cuál es la evidencia que 
ha sido excluida y la naturaleza, propósito y 

pertinencia para la cual se ofrece. No será  necesario 
invocar tal fundamento específico ni hacer la oferta de 

prueba cuando resultan evidentes del contexto del 
ofrecimiento.     

  

El Tribunal permitirá la oferta de  prueba y 
determinará si debe hacerse mediante un resumen de 
la evidencia ofrecida o el interrogatorio 

correspondiente.  El Tribunal podrá añadir cualquier 
manifestación que demuestre el carácter de la 

evidencia, la forma en que fue ofrecida, la objeción a 
su admisión y la resolución sobre la exclusión.  

  

 (c) Objeción u oferta de prueba continua. —Una vez el 
tribunal dicta una resolución definitiva en el récord, 

para admitir o excluir prueba, ya sea antes o durante 
el juicio, una parte no tiene que renovar una objeción 
u oferta de prueba para conservar su derecho a 

plantear el asunto en apelación.  32 LPRA Ap. VI, R. 
104.   

 

Por su parte, en lo relativo al efecto de error en la admisión o 

exclusión de evidencia, la Regla 105 dispone lo siguiente:   

 (a) Regla general. —No se dejará sin efecto una 

determinación de admisión o exclusión errónea de 
evidencia ni se revocará por ello sentencia o decisión 

alguna a menos que:  

                                                 
3 R. Emmanuelli Jiménez, Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño, 3ra 

ed. rev., San Juan, Ediciones SITUM, Inc., 2010, pág. 372.  
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(1)  La parte perjudicada con la admisión o exclusión 

de evidencia hubiere satisfecho los requisitos de 
objeción, fundamento u oferta de prueba establecidos 

en la Regla 104 de este apéndice, y   
 
(2) el tribunal que considera el señalamiento estime 

que la evidencia admitida o excluida fue un factor 
decisivo o sustancial en la sentencia emitida o decisión 
cuya revocación se solicita.   

  32 LPRA Ap. VI, R. 105.   

La citada regla autoriza a la parte que propone evidencia que 

fue excluida por el TPI a acudir ante el Tribunal de Apelaciones 

para argumentar que dicha prueba fue erróneamente excluida y 

permite dejar sin efecto la determinación de exclusión cuando la 

parte cumple con lo establecido en esta Regla.  Se permite que se 

deje sin efecto una determinación de exclusión de evidencia, 

cuando la evidencia erróneamente excluida fue traída a la atención 

del tribunal mediante una oferta de prueba y el tribunal apelativo 

considera que, de no haberse cometido el error, probablemente el 

resultado hubiese sido distinto.  F.D.I.C. v. Caribbean Mktg. Ins. 

Agency, 123 DPR 247, 260 (1989); S. J. Credit, Inc. v Ramírez, 113 

DPR 181, 190 (1982).  El propósito de ofrecer la prueba y que sea 

marcada para identificación como evidencia ofrecida y no admitida 

es colocar al tribunal apelativo en condición de establecer que el 

error se cometió y que se trata de un error sustancial que acarrea 

la revocación.4  Por ello, es imprescindible traer a la atención del 

tribunal la naturaleza, propósito y pertinencia de la evidencia. Si la 

parte no hace la oferta de prueba, renuncia al planteamiento y no 

podrá levantar el error en apelación.  Pueblo v. Rivero, Lugo y 

Almodóvar, 121 DPR 454, 476 (1988).   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha adoptado la doctrina 

de error perjudicial.  En ese sentido, ha expresado que ―el error en 

la admisión o exclusión de evidencia no acarrea revocación a 

                                                 
4 Ernesto L. Chiesa, Tratado de Derecho Probatorio, Publicaciones J.T.S., 1998, 

Tomo II, págs. 1174-1175. 
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menos que —mediando oportuna y correcta objeción— el tribunal 

apelativo estime que el error cometido fue factor decisivo o 

sustancial en la sentencia o decisión objeto de revisión".  Pueblo v. 

Martínez Solís, 128 DPR 135, 162 (1991); Pueblo v. Ruiz Bosch, 127 

DPR 762, 786-787 (1991).  Lo importante para determinar si el 

error en la admisión de prueba conlleva la revocación de la 

sentencia es si éste, de no haberse producido, hubiere provocado 

un resultado distinto.  Pueblo v. Mangual Hernández, 111 D.P.R. 

136, 145 (1981).   

En resumen, para que el error en no admitir la evidencia 

conlleve la revocación de la sentencia es necesario, en primer 

lugar, que la evidencia excluida haya sido traída a la atención del 

tribunal de instancia mediante una oferta de prueba y, en segundo 

lugar, que ello fuera un factor decisivo o sustancial en la sentencia 

de la cual se solicita revisión.     

Por otra parte, la Regla 106, supra, establece que un 

tribunal apelativo puede ―considerar un señalamiento de error de 

admisión o exclusión de evidencia y revocar una sentencia o 

decisión, aun cuando la parte que hace el señalamiento no hubiera 

satisfecho los requisitos establecidos en la precitada Regla 104‖, 

supra.  Ahora bien, tal posibilidad supone que se satisfagan los 

siguientes requisitos: ―(a) [e]l error fue craso ya que no cabe duda 

de que fue cometido; (b) el error fue perjudicial porque tuvo un 

efecto decisivo o sustancial en la sentencia o decisión cuya 

revocación se solicita, y (c) el no corregirlo resulte en un fracaso de 

la justicia.‖  32 LPRA Ap. VI, R. 106. 

E. Apreciación de la prueba 

La discreción judicial permea la evaluación de la evidencia 

presentada en los casos y controversias.  Es norma reiterada que 

los foros apelativos debemos brindar deferencia a las 

determinaciones fácticas realizadas por los tribunales de primera 
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instancia.  Ello, en reconocimiento de que son los juzgadores ante 

quien declara un testigo quienes están en mejor posición para 

apreciar en toda su extensión la declaración, no sólo en cuanto a lo 

que dice un testigo, sino también en la forma que lo hace.  S.L.G. 

Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009); Ramírez 

Ferrer v. Conagra Foods P.R., 175 DPR 799, 810, 811 (2009); 

McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 750 (2004). 

La credibilidad que merece un testigo no está sujeta 

únicamente al contenido de su declaración, su conformidad con la 

experiencia humana y el sentido común sobre la manera en la que 

lógicamente se comportan las personas y suelen desarrollarse los 

acontecimientos. También es fruto de la manera en que se 

comporta un testigo al declarar.  Amparado en ello, los foros 

apelativos mantendremos las determinaciones de hechos de un 

juzgador de instancia salvo medie pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto. Véase, Regla 42.2 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2; Ramírez Ferrer v. Conagra 

Foods PR, 175 DPR 799, 817 (2009); Trinidad v. Chade, 153 DPR 

280, 291 (2001).  Dicha norma de autolimitación cede cuando "un 

análisis integral de dicha prueba cause en nuestro ánimo una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que estremezca 

nuestro sentido básico de justicia".  S.L.G. Rivera Carrasquillo v. 

A.A.A., supra.  Así, solo se podrá intervenir con conclusiones 

cuando la apreciación de la prueba no represente el balance más 

racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la prueba.  

Cárdenas Maxán Rodríguez, 125 DPR 702, 714 (1990); González 

Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011). 

Cuando el testigo es un perito, al momento de determinar si 

adopta o descarta su testimonio, el foro de instancia deberá 

considerar: 1) las cualificaciones del perito; 2) la solidez de su 

testimonio; 3) la confiabilidad de la ciencia o técnica utilizada; 4) la 
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parcialidad del perito.  Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., 150 

DPR 658, 664 (2000).  En consideración de estos criterios, el 

juzgador determinará el valor probatorio que le extenderá a dicho 

testimonio. Id.  Toda vez que el juzgador de hechos no está 

obligado a aceptar las conclusiones de un perito, si luego de 

evaluar su testimonio concluye que no le merece credibilidad, tiene 

la facultad de rechazarlo. S.L.G. Font Bardón v. Mini Warehouse, 

179 DPR 322, 345-346 (2010).  Como foro apelativo, estamos en 

plena libertad de adoptar nuestro criterio propio en la apreciación 

y evaluación de la prueba pericial.  Culebra Enterprises Corp. v. 

E.L.A., 143 DPR 935, 952 (1997); Dye-Tex Puerto Rico, Inc. v. Royal 

Insurance Company of Puerto Rico, supra, págs. 662-663 (2000). 

F. Ley de Pleitos contra el Estado y Ley de Municipios 
Autónomos 

 
Al aprobarse la Ley de Reclamaciones y Demandas Contra el 

Estado, Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, 

32 LPRA sec. 3077 et seq. (Ley Núm. 104), el Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico (ELA), consintió a ser demandable, en 

términos generales sujetos a las limitaciones y condiciones que 

dicho estatuto provee.  En ocasión de interpretar la 

constitucionalidad de la legislación antes aludida, nuestro 

Tribunal Supremo declaró la misma constitucionalmente válida. 

Defendini Collazo v. ELA, 134 DPR 28 (1993).   Consecuentemente, 

los municipios del ELA gozan de igual protección bajo la Ley de 

Municipios Autónomos, Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, 

según enmendada, 21 LPRA sec. 4001 et seq.  Dicha legislación 

cuenta con disposiciones idénticas a las de la Ley Núm. 104, 

supra.   En dicho estatuto se establece que los municipios 

existentes a la fecha de vigencia de la ley y los que en lo sucesivo 

puedan crearse estarán constituidos y se regirán por las 

disposiciones de la misma.  21 LPRA sec. 4003. 
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La Ley de Municipios Autónomos, supra, otorgó a los 

municipios un mayor grado de autonomía fiscal y gobierno propio 

y nuevos instrumentos administrativos y fiscales.  Además, facultó 

a los municipios utilizar el autoseguro para responder en los casos 

de responsabilidad pública, por lo que no están obligados a 

suscribir una póliza de seguros.  A esos efectos, el Artículo 8.011 

(a) (1) y (b) y (c) de la Ley 81, dispone en lo pertinente:   

Los municipios tendrán la obligación de proteger sus 

activos y recursos contra todo tipo de pérdida 
financiera resultante de las contingencias o riesgos 

mencionados en el inciso (c) de este Artículo.   
  

(a) A los fines de cumplir con la obligación antes 

impuesta, los municipios utilizarán los mecanismos 
para tratar riesgos que disponga el Secretario de 

Hacienda, los cuales podrán incluir:   
  

1.  El uso de autoseguros que cumplan con los 

requisitos de la técnica del seguro pero que no se 
considerarán como seguros al amparo de la Ley Núm. 
77 de 19 de junio de 1957, según enmendada, 

conocida como ―Código de Seguros de Puerto Rico‖.   
  

2.  La transferencia parcial o total de riesgos a 
aseguradores autorizados mediante el uso de fianzas, 
garantías y contratos de seguros. 

  
3.  […]   

  

 
(b) Al disponer la forma en que se habrán de utilizar 

los mencionados mecanismos de tratamiento de 
riesgos, el Secretario de Hacienda tendrá en cuenta 
que la técnica del seguro opera con más eficiencia en 

la medida en que ésta se aplique a riesgos de distinta 
incidencia y severidad y en que el número de objetos 

asegurados sea mayor.  Asimismo, proveerá siempre 
que sea posible, para que los referidos mecanismos 
apliquen en forma global a todos los municipios.  No 

obstante, el Secretario de Hacienda podrá autorizar el 
uso de mecanismos de seguros que apliquen a 
determinados municipios o grupos de éstos, si 

determina que esta opción es la más eficiente y 
económica en el caso particular de dicho municipio o 

grupo de municipios. 
 
(c)  Los mecanismos para tratar riesgo que disponga el 

Secretario de Hacienda deberán proveer, según éste 
los determine, protección a los municipios contra todo 

riesgo puro.  Se entenderá por riesgos puros aquellos 
que puedan causar al municipio una pérdida 
financiera pero no una ganancia, incluyendo: 

(1)  Pérdidas por daños físicos a la propiedad. 
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(2) Pérdidas económicas indirectas o gastos 
extraordinarios resultantes de dichos daños 

(3) Pérdidas por todo tipo de reclamación por daños y 
perjuicios, incluyendo, sin que se entienda como una 

limitación, responsabilidad profesional y 
responsabilidad contractual, si la hubiera, por una 
cantidad mínima igual a los límites estatutarios 

dispuestos en esta ley. (Énfasis nuestro). 
 
(4) […] 

 
Según surge de lo anterior, la Ley de Municipios Autónomos, 

supra, requiere que los municipios protejan sus recursos y activos 

contra cualquier riesgo de pérdida, tales como la pérdida 

monetaria resultante del pago de indemnizaciones por 

reclamaciones en daños y perjuicios instadas contra un municipio.  

Una de las alternativas para cumplir con dicha responsabilidad es 

la adquisición de un auto-seguro, que no se considerará un seguro 

tradicional regido por las disposiciones del Código de Seguros.  Se 

establece además que el Secretario de Hacienda determinará cuál 

es la alternativa que con mayor eficacia protegerá los recursos 

municipales de riesgos contra pérdidas y será este funcionario, en 

conjunto con el Comisionado de Asuntos Municipales, quien 

dispondrá, mediante reglamento, los criterios, requisitos y 

procesos que regirán el tratamiento de protección de riesgos 

elegido.  Si bien el Secretario de Hacienda está facultado para 

determinar el importe de las cuotas, aportaciones o primas que 

haría cada municipio para sufragar el costo de protección a 

pérdidas financieras, dicha facultad queda supeditada a la facultad 

que tienen los municipios de reglamentar sus funciones de 

acuerdo a sus necesidades y contratar con cualquier entidad de 

seguro autorizada en Puerto Rico 

La Ley de Municipios Autónomos, supra, dispone para que 

toda persona afectada por actos u omisiones de funcionarios o 

empleados de un municipio por malicia, negligencia e ignorancia 

inexcusable, pueda reclamar judicialmente una indemnización por 
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daños y perjuicios.   Art. 15.002, según enmendado, 21 LPRA sec. 

4702(1)(d).  Dichas reclamaciones, sin embargo, están restringidas 

por el propio estatuto, que establece los límites de responsabilidad 

del gobierno municipal ante las acciones por daños y perjuicios. 21 

LPRA sec. 4704.  A tales efectos, el Artículo 15.004 de la Ley de 

Municipios Autónomos, dispone lo siguiente: 

Las reclamaciones contra los municipios por daños y 
perjuicios a la persona o la propiedad, causados por 
culpa o negligencia de los municipios, no podrán 

exceder de la cantidad de setenta y cinco mil dólares 
($75,000). Cuando por una misma actuación u 

omisión se causen daños y perjuicios a más de una 
persona, o cuando sean varias las causas de acción a 
que tenga derecho un solo perjudicado, la 

indemnización no podrá exceder la suma de ciento 
cincuenta mil dólares ($150,000). Si de las 
conclusiones del tribunal surgiera que la suma de 

los daños causados a cada una de las personas 
excede de ciento cincuenta mil dólares ($150,000), 

el tribunal procederá a distribuir dicha suma o 
prorrata entre los demandantes tomando como 
base los daños sufridos por cada uno.  

  
Cuando se radique una acción contra cualquier 
municipio, de acuerdo con los términos de esta 

sección, el tribunal ordenará que se notifique, 
mediante publicación de edictos en un periódico de 

circulación general, a todas las personas que pudieran 
tener interés común, que deberán comparecer ante el 
tribunal, en la fecha dispuesta en los edictos, para que 

sean acumuladas, a los fines de proceder a distribuir 
la cantidad de ciento cincuenta mil dólares ($150,000) 

entre los demandantes, según se provee en esta 
sección.  (Énfasis nuestro) 
 21 LPRA sec. 4704.  

 
III. 

Al considerar la normativa reseñada, analizamos los 

planteamientos hechos ante nos.  En cuanto a los primeros dos 

señalamientos de error, el Municipio apelante arguye que hubo 

una actuación arbitraria del TPI al no permitirle durante el juicio 

hacer las preguntas que intentó hacer dirigidas a ―saber si Rosas 

Tirado había consumido marihuana y/o bebidas alcohólicas la 

noche anterior o esa mañana con el propósito de impugnarlo 

mediante la Regla 608 inciso (3) que habla de la percepción‖.  Ello, 

debido a que según surge del expediente médico de Rosa Tirado, a 
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éste se le realizó una prueba toxicológica en el Centro Médico de 

Río Piedras, la cual arrojó resultado positivo a cannabinnoides y 

con el fin de que el tribunal lo considerare como un factor que 

contribuyó a la ocurrencia del accidente.  Indica que sus preguntas 

―iban dirigidas a probar que si Rosas Tirado había consumido 

marihuana no podía tener al momento del accidente la percepción 

adecuada que debe tener una persona que conduce un vehículo de 

motor‖.  Sostiene el apelante en el escrito de Apelación que si Rosa 

Tirado negaba el uso de marihuana y de la prueba positiva y 

conclusión del testigo pericial, de que éste manejaba distraído, se 

podía inferir que había consumido marihuana, lo que afectaba su 

percepción al guiar.  Aduce que si lo admitía, quedaba clara la 

impugnación por percepción mediante prueba directa.  Arguye que 

hizo una oferta oportuna de prueba en relación a las preguntas 

que sobre este tema hizo a Rosas Tirado y al perito de los apelados, 

Dr. Julio Albino, las cuales no fueron permitidas por el TPI.  

Expresa que ante el testimonio del Dr. Julio Albino presentó al  Dr. 

Roberto Rodríguez Arce como ―perito de refutación‖ y no se 

permitió su testimonio, lo que provocó otra oferta de prueba. 

 Por su parte, la parte apelada expresa que los dos errores 

señalados no fueron cometidos y de entenderse que lo fueron, los 

mismos no conllevan el efecto de revocar la sentencia y no deben 

considerarse como errores perjudiciales.  Indica que para que se 

permitiera lo que el Municipio plantea, debió incluir como defensa 

afirmativa en el Informe Preliminar entre Abogados y Abogadas, ―el 

efecto de marihuana en una persona que conduce un vehículo de 

motor‖, así como haber anunciado prueba pericial para establecer 

dicha defensa.  Expone que al no haber incluido esto, renunció a 

intentar probar esa defensa.  Afirma además, que aun cuando no 

anunció prueba pericial sobre el particular, el Municipio pretendió 

presentar dicha defensa invocando la excepción de que una parte 
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no tiene obligación de anunciar prueba si es para fines de 

impugnación o refutación.  Añade, que el Municipio tampoco hizo 

ante el TPI un ofrecimiento de prueba sobre esa defensa, por lo 

cual está impedido de traer ese punto ante este foro intermedio.   

Ciertamente, no surge de la Contestación a demanda 

presentada ni del Informe Preliminar que fue aprobado y que 

regiría el procedimiento de juicio, que la parte demandada haya 

incorporado ese asunto como una defensa afirmativa de su parte.  

Ahora bien, según surge de la transcripción de la prueba oral (TPO) 

que obra en autos, en su turno de contrainterrogatorio al 

demandante apelado Rosas Tirado, el Municipio a través de su 

representante legal, preguntó si recordaba haber bebido la noche 

antes.  El apelado respondió:  No.  Luego le preguntó si recordaba 

si bebió en la mañana.  En ese momento el Juez que presidía el 

proceso intervino y expresó ―Pertinencia‖. La abogada indicó: 

―Percepción, Su Señoría, bajo la Regla 608.‖  Ante la negativa del 

Tribunal de  autorizar las preguntas, la abogada hizo una oferta de 

prueba que expresó basaba en el expediente médico que se notificó 

en el descubrimiento de pruebas y que revisó, la cual quedó 

consignada en el récord  y consistió en lo siguiente:  ―Se le iba a 

preguntar si había bebido ese día o si había fumado 

marihuana….para efectos de la Regla 608, para la capacidad de 

percibir‖.   

 El Juez determinó que por no ser parte del directo, el 

Tribunal no permitiría esas preguntas y por no surgir de la 

deposición que se realizó al demandante, por entender que el 

contrainterrogatorio en etapa de juicio se estaba convirtiendo en 

un descubrimiento de pruebas.5  Observamos que las preguntas 

anteriores y no relacionadas a estas, se estaban formulando 

mientras se confrontaba al declarante con la transcripción de su 

                                                 
5 TPO 26 de febrero de 2014, págs. 123 a la 128. 
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deposición; no se había hecho referencia alguna al expediente 

médico referido.  Las preguntas anteriores iban dirigidas a si el 

demandante había trabajado y dormido la noche antes del 

accidente.  El demandante respondió que había dormido toda la 

noche antes, que acababa de levantarse, que estaba descansado, 

que no tenía sueño y que ese día entraba a trabajar a las 3:00 pm.6   

Como parte de la oferta de prueba, el demandado oferente no hizo 

referencia a la respuesta a esas preguntas no autorizadas por el 

TPI, ni a la fuente de referencia de las mismas, por lo cual 

desconocemos cuál sería la oferta de prueba en ese extremo. 

De otra parte, el Dr. Julio A. Albino Vázquez fue cualificado 

como perito de la parte demandante apelada en áreas de ―médico 

investigador board certified‖, analista de incapacidad (―board 

certified disability analyst”) y certified medical review officer. 

Durante su contrainterrogatorio le fueron hechas preguntas sobre 

el récord médico en el Centro Médico de Río Piedras del 

codemandante apelado Rosas Tirado en relación a una prueba 

toxicológica que le fue realizada a este el día del accidente en la 

cual arrojó positivo a cannabis (marihuana).  En su informe 

pericial, en la parte relativa a hábitos tóxicos, indica: NO.  Al 

cuestionar si ello es una contradicción, este expresó que no y 

expuso que la ley federal requiere que esos resultados positivos 

sean confirmados con una prueba alterna que no vio que se 

hubiera realizado, por lo cual, dado que puede ser un falso 

positivo, para los efectos es negativo.  Indicó que la misma tiene 

que ser confirmada, por eso no se pone el dato.7  Durante la 

declaración del Dr. Albino Vázquez, el Juez le hizo a este la 

siguiente pregunta: ―… Oriente al Tribunal sobre este asunto.  El 

informe de Centro Médico expresa que la prueba de toxicología dio 

                                                 
6 TPO 26 de febrero de 2014, págs. 120 a la 123. 
7 TPO 27 de febrero de 2014, Págs. 212 a 215. 
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un resultado positivo a marihuana…y que no fue confirmado con 

una prueba alterna….Ahora, de su experiencia y conocimiento 

como médico e interviniendo en este tipo de casos, ¿ese resultado 

positivo a marihuana, si puede ilustrar al Tribunal, es producto de 

un uso reciente a marihuana, del mismo día de la intervención?‖  

El perito contestó:  ―En el caso de la marihuana se mira…si por 

ejemplo una persona la empieza a usar ahora. ¿Cuándo es que 

podría salir positivo a nivel de sangre?  Como a las cuatro o cinco 

semanas.  En el caso de la marihuana y en el caso de sangre…‖.  

El perito reiteró que por ello esa prueba hay que confirmarla y 

expresó que distinto a otras sustancias que van al torrente 

sanguíneo, en el caso de la marihuana, se tarda un poco más. 

Según este testimonio, en virtud de ello, el Juez preguntó, si un 

Tribunal puede concluir que hay un uso a sustancias tres o cuatro 

semanas antes, pero necesariamente no el día de los eventos; lo 

que fue afirmado por el perito.  En relación a esta pregunta y a la 

respuesta ofrecida por el Dr. Albino Vázquez, ambas partes 

tuvieron oportunidad de hacer preguntas, incluso de naturaleza 

hipotética, para el caso de que la prueba toxicológica hubiese sido 

corroborada.  A preguntas de la parte demandada, indicó el perito, 

que si la prueba toxicológica de sangre se toma el mismo día que la 

persona consumió, no se va a reflejar.  El perito se negó a 

contestar la pregunta que le hizo la parte demandada sobre si 

―¿…descarta entonces que ese día él utilizó marihuana?‖ e indicó 

que no va a dar una contestación a base de una prueba que no se 

ha confirmado.  Aun cuando no se levantó objeción por la parte 

demandante, el TPI determinó que el perito no tenía que contestar 

la pregunta porque es un testigo perito que declara a base de una 

información médica y no es un testigo de hechos.  Ante ello, la 

parte demandada hizo constar que ello quede anotado para el 
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récord.  Así quedo anotado.  Entendemos que ello no corresponde a 

un ofrecimiento de prueba.8   

El apelante expone que intentó presentar al Dr. Roberto 

Rodríguez Arce como perito de refutación para refutar lo declarado 

por el Dr. Albino Vázquez en cuanto al tiempo en que se comienza 

a reflejar la marihuana en el torrente sanguíneo y la probabilidad 

de que Rosas Tirado la hubiese consumido el día del accidente.  Al 

no ser permitido por el TPI, indica el apelante que su oferta 

comprende el Curriculum Vitae del Dr. Rodríguez Arce y un 

resumen de en qué hubiese consistido el testimonio de éste.  Este 

médico no había sido anunciado como testigo ni tampoco surge del 

informe preliminar aprobado por el TPI, que la parte demandada 

hiciera alguna reserva o levantara alguna defensa afirmativa 

especial sobre ello o lo incluyera como parte de su teoría.  

Ahora bien, el  TPI no hizo referencia alguna en su sentencia 

a esta prueba toxicológica ni a su resultado, lo que denota que no 

le adjudicó valor alguno.  Ciertamente, entendemos que la prueba 

aportada sobre este particular no permitía formular como 

concluyente el dato que pretendía obtener el apelante a través del 

propio demandante.  Además, el hecho que la parte apelante 

intentaba introducir u obtener, habría partido de una base 

especulativa.   

Entendemos que el TPI no incurrió en error al no permitir la 

línea de preguntas a que hacen referencia los primeros dos 

señalamientos de error.   Por el contrario, el TPI fue incisivo con el 

fin de quedar ilustrado, con prueba objetiva, que le permitiera 

evaluar el aspecto relacionado a la prueba toxicológica tomada al 

codemandante apelado, y la prueba pertinente y admisible no le 

permitió formular una determinación o hecho real.   

                                                 
8
 TPO, 27 de febrero de 2014 Págs. 268-278 
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El tercer señalamiento de error imputa que el TPI incurrió en 

error al determinar que Rosas Tirado no incurrió en negligencia 

comparada.  Luego de examinar las determinaciones de hecho 

consignadas por el TPI y la transcripción del juicio en sus méritos, 

entendemos que tampoco se cometió este error.  Veamos. 

Además de la prueba documental que el TPI admitió en 

evidencia, tuvo ante sí el testimonio de los cuatro demandantes,  

así como prueba pericial y testigos, entre estos, los señores Rafael 

González Colón (policía retirado -agente investigador), Carlos 

Rosario Ruiz (Director de Control Ambiental y Reciclaje del 

Municipio), Andrés Morales Rodríguez (conductor de la máquina), 

Charles Arbelo Cardulla (guardia del vertedero municipal), Bernie 

J. López Valle (pasajero del Suzuki), Dr. Arturo López Rivera 

(fisiatra), Dr. Jorge R. De Jesús Santos (psiquiatra), el catedrático e 

ingeniero mecánico Dr. Iván J. Baigés Valentín, el perito médico 

legal, Dr. Julio A. Albino Vázquez y el ingeniero civil Otto R. 

González Blanco.  

De la declaración vertida en la vista en su fondo por el 

conductor de la máquina DEERE 644H, de nombre Andrés Morales 

Rodríguez, quien para la fecha del accidente laboraba como 

empleado de la Oficina de Control Ambiental y Reciclaje del 

Municipio y tenía tareas de operador de equipo pesado, surge que 

este lleva veintitrés a veinticuatro años conduciendo este tipo de 

máquina o vehículo tipo loader y no tenía licencia heavy para 

manejar equipo pesado.  Al momento del accidente estaba en 

gestiones de su trabajo. 

La prueba dejó establecido que había un Mack (―camión 

blanco de tumbas‖) estacionado en la carretera número 338 con 

un arrastre y había vegetación que dificultaban la visibilidad desde 

el camino hacia el lado Este de la Carretera número 338 y tapaban 

la visibilidad desde la parte Este de la carretera número 338 hacia 
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la entrada del camino.  El señor Morales Rodríguez había visto el 

camión Mack estacionado allí casi todos los días por las mañanas y 

por las tardes.   Morales conducía el DEERE con el propósito de 

entrar a la carretera 338  haciendo un viraje a su derecha (hacia el 

Este).  Tenía visibilidad por encima de la máquina hacia el carril 

izquierdo por donde venía el vehículo que resultó impactado y tenía 

visibilidad al carril derecho de la carretera que iba a tomar.  Miró a 

la izquierda y luego a la derecha, tocó bocina dos veces mientras 

estaba en el camino y entró a la carretera, a su carril, siguió poco a 

poco hasta que vino el impacto.  Perdió visibilidad, no vio el 

vehículo Suzuki y lo impactó en su parte lateral izquierda con los 

dientes del cucharón del DEERE.  

El TPI determinó que al manejar el DEERE lo hacía con el 

cucharón en posición hacia abajo, paralelo a la carretera, con sus 

dientes hacia afuera, es decir, de forma contraria a lo dispuesto en 

el Manual del Operador del DEERE 64H, el cual fue admitido en 

evidencia, y que orienta al usuario que para obtener mejor 

visibilidad, el cucharón del DEERE se debe elevar a 16 pulgadas 

del suelo y echarlo hacia atrás, es decir, con sus dientes hacia 

arriba.  

Así las cosas, el TPI concluyó que la colisión se debió única y 

exclusivamente a la negligencia crasa de Morales, quien, entre 

otras cosas:  no tomó las medidas necesarias al salir del referido 

camino, de Sur a Norte, para cruzar la carretera número 338, no 

tomó cualquier otro curso de acción o medida de seguridad para 

evitar impactar al Suzuki. Determinó, además, el TPI, que era 

previsible que al manejar de la manera descrita podía causar una 

colisión como la objeto de la presente acción. 

El apelante sostiene que el TPI debió concluir que el apelado 

incurrió en negligencia comparada.  En cuanto al conductor del 

vehículo que resultó impactado, el apelado Rosas Tirado, el TPI 
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concluyó que este no tenía puesto el cinturón de seguridad y 

manejaba su vehículo con licencia de conducir vencida. La 

velocidad máxima permitida en el área por donde este discurría era 

de 45 millas por hora; este discurría a 35 millas por hora, es decir, 

dentro de los límites de velocidad permitidos.  Quedó establecido 

que éste no conducía distraído.  En el área cercana al camino 

perpendicular que da acceso al camino de donde salió Morales, no 

había letreros que avisaran de la salida de camiones por el camino. 

Encontró probado el TPI que la ubicación del camión Mack, del 

arrastre y la vegetación así como el color del cucharón del DEERE 

no le permitieron percibir a Rosas Tirado que el DEERE estaba 

saliendo del camino.  Quedó establecido además, que el uso de la 

bocina por Morales no fue una medida adecuada para avisarle a 

este de la presencia del DEERE.9  

Luego de examinar en detalle la TPO estipulada por las 

partes, concluimos que las determinaciones del TPI están 

totalmente sustentadas en la prueba y coincidimos en que no 

procedía encontrar que hubo negligencia en la ocurrencia del 

accidente por el codemandante apelado. 

En su cuarto señalamiento de error el apelante cuestiona la 

apreciación hecha por el TPI de la prueba pericial sobre la 

reconstrucción del accidente. 

Surge de los autos que la parte demandante presentó al 

doctor en ingeniería mecánica y catedrático, Dr. Iván J. Baigés 

Valentín, cuyo testimonio ofreció como perito en reconstrucción de 

accidentes, perito en dinámica, en cinemática, ingeniería mecánica 

y desempeño del cuerpo humano en movimiento de biomecánica y 

análisis de fuerzas y cargas.  Este fue contratado para evaluar 

siete aspectos:  cuál vehículo impactó al otro, si el señor Rosas 

Tirado iba manejando su vehículo a exceso de velocidad al 

                                                 
9 Determinaciones de hechos 42, 43 y 44 de la sentencia apelada. 
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momento del impacto, si iba distraído al momento del impacto, la 

visibilidad del demandante antes y al momento del impacto, la 

visibilidad del conductor del loader antes y al momento del 

impacto, determinar si el demandante pudo haber tomado medidas 

preventivas para evitar este tipo de accidente, determinar si el 

demandado pudo haber tomado medidas preventivas para evitar 

este tipo de accidente.  Su testimonio fue detallado, coherente y 

sólido, hizo referencia a fotografías y documentos evaluados; 

consideró la geometría o condición de los diversos segmentos de la 

carretera, el lugar del impacto, evaluó la percepción humana y el 

manejo de las unidades vehiculares en estos trayectos, entre otras 

cosas.10  La parte demandada presentó como parte de su prueba, 

la declaración pericial del ingeniero civil, Otto R. González Blanco, 

cuyo testimonio el TPI entendió quedó impugnado en varios 

aspectos esenciales.11   Este hizo una investigación de campo dos 

años y medio después del accidente, visitó el lugar del accidente, 

entrevistó personas, examinó documentos y fotografías y al hacer 

las pruebas de campo lo hizo con un Mack que no era idéntico al 

que estaba estacionado el día del accidente.  A esa fecha el área 

había cambiado debido a la construcción de una acera.  En su 

Informe y en su declaración, este perito expuso que a base de su 

investigación,  opina que el conductor del Suzuki manejaba a un 

exceso de 4 millas del límite de velocidad permitido, que aunque 

hubiesen ocurrido daños habrían sido menos y que el conductor 

de este auto ―no iba atento al volante ya que no hubo percepción ni 

reaccción, o sea, que no pudo detectar, identificar, tomar una 

                                                 
10 TPO 26 de febrero de 2014, págs. 160 a 255 y 27 de febrero de 2014 págs. 7 a 

146. 
11 La determinación de hechos núm. 44 de la sentencia apelada consigna: ―El 
testimonio del Ing. Otto González fue impugnado en cuanto sus conclusiones de 

que: el Suzuki iba a exceso de velocidad; el uso de la bocina del DEERE 644H 

debió haber alertado al conductor del Suzuki de la presencia del DEERE 644H; 

había rótulos en el área advirtiendo de la entrada y salida de camiones; el 

Suzuki impactó al DEERE 644H; al momento del impacto el DEERE estaba 

detenido; el límite de la velocidad por hora era de 35 millas por hora; el 
conductor del Suzuki venía distraído; y, que la culpa del accidente la tuvo el 

conductor del Suzuki.‖ 
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decisión y reaccionar al llegar allí‖.12  El perito González Blanco 

opinó, sin embargo, luego de analizar fotos para llegar a un 

estimado de medidas de la altura del cucharón del DEERE (bucket)  

para poder comparar con los daños, que el cucharón estaba con 

los dientes de frente y si los hubiese tenido hacia arriba el impacto 

hubiese sido de otra naturaleza; hubiese sido menor.13  Este fue 

uno de los detalles, sobre el que declararon otros testigos y que 

llevó al TPI a establecer determinaciones de hecho, en las que se 

basó al adjudicar y disponer que la causa próxima del accidente lo 

fue la negligencia de Morales.14 

El TPI escuchó en detalle a ambos peritos y tuvo ante si  los 

informes rendidos por estos, quienes declararon ampliamente 

sobre su preparación y experiencia profesional; varias de las 

determinaciones de hechos que alcanzó el TPI, encuentran su 

apoyo en la declaración del perito del demandante, a la cual, es 

obvio, le confirió credibilidad, descartando así la opinión del perito 

del demandado, cuyo testimonio, según consignó, le pareció 

impugnado.  El Juez incluso hizo preguntas con el fin de  aclarar 

dudas sobre el asunto ante su consideración.  Entendemos que las 

conclusiones del perito de los demandados carecen de base, 

tomando como cierto que quedaron rebatidas por la prueba y por 

el testimonio de otros testigos presenciales del accidente, a quienes 

el TPI adjudicó credibilidad.   

Es sabido que los tribunales de primera instancia tienen 

amplia discreción para aceptar o rechazar la prueba pericial.  El 

TPI evaluó y sopesó los testimonios periciales vertidos en sala, así 

como la prueba documental.  En el  examen que hemos hecho de 

la transcripción de la vista en su fondo, coincidimos con las 

determinaciones y conclusiones a las que ha llegado el TPI en 
                                                 
12 TPO 3 de marzo de 2014, pág. 105. 
13 TPO 3 de marzo de 2014, pág. 113. 
14 Determinaciones de hechos 21-23 y Conclusión de derecho 8 (b) de la 

Sentencia apelada. 
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materia pericial y de negligencia.  Ante ello, determinamos que el 

TPI no incidió en el cuarto error señalado. 

En el quinto señalamiento de error, el apelante indica que 

las sumas otorgadas como indemnización resultan ser excesivas, 

no sostenidas por la prueba e improcedentes en derecho por ser en 

exceso a cuantías dispuestas por la Ley de Reclamaciones y 

Demandas contra el Estado, 32 LPRA sec. 3077 y el Artículo 

15.004 de la Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico. 

 Conforme se desprende de la sentencia apelada, luego de 

aquilatar la prueba, el TPI valoró los daños de los demandantes de 

la siguiente manera:  En cuanto a Rosas Tirado,  $200,000.00 por 

concepto de daños físicos; $100,000.00 por concepto de daños 

mentales y psicológicos y 6,006.00 por concepto del tiempo en que 

no pudo trabajar; en cuanto a su madre Ernestina Tirado la suma 

de $20,000.00 por concepto de daños mentales y psicológicos; en 

cuanto a su padre Juan Rosas Soto $10,000.00 por concepto de 

daños mentales y psicológicos; y, en cuanto a su ex compañera 

Lizmarie Betancourt la suma de $5,000.00 por concepto de daños 

mentales y psicológicos. 

Según surge de la TPO, para la fecha del accidente Rosas 

Tirado tenía veintiséis años y laboraba como empleado de 

mantenimiento en el Centro Médico de Mayagüez.  Este vivía con 

su compañera consensual y cuando fue dado de alta luego del 

accidente, fue a vivir a la casa de sus padres durante dos meses y 

medio, donde recibió cuidado de parte de estos, principalmente de 

su madre.  Su compañera fue también a vivir allí durante un mes y 

luego se fue de allí a la casa de los padres de ésta.  Luego de dos 

meses, Rosas Tirado caminaba con ayuda de muletas o silla de 

ruedas. 

En el lugar del accidente, ocurrido el 28 de julio de 2010, 

Rosas Tirado fue atendido por paramédicos del Cuerpo de 
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Emergencias Médicas Estatal, quienes le estabilizaron. Fue 

encontrado desorientado, con múltiples abrasiones (con raspasos, 

según el testimonio del Dr. Albino Vázquez)  y laceraciones 

(cortaduras) en el antebrazo izquierdo y la tibia derecha.  Estos le 

transportaron a la Unidad Estabilizadora del Centro Médico de 

Mayagüez donde se le colocó en tracción de 8 libras, un folly y un 

tubo nasogástrico, le tomaron muestras para laboratorio y le 

suministraron medicamentos para el dolor.  Allí le identificaron 

fractura en el fémur, rotura del extensor del segundo dedo del pie 

izquierdo, contusión en el área perietal de la cabeza y una abrasión 

en el área perietal derecha de la cabeza.  El apelado estuvo con 

dolor consistente y fuerte.   

Ese mismo día fue trasladado en ambulancia aérea a la 

Unidad de Traumas del Centro Médico en Río Piedras, PR., donde 

quedó admitido y continuó su tratamiento, le tomaron placas y 

realizaron examen de MRI.  Dos días después fue intervenido 

quirúrgicamente para reducirle la fractura del fémur y se le colocó 

una varilla con ocho tornillos, así como para la reparación del 

tendón de un dedo.  Fue dado de alta el 2 de agosto de 2010.  Es 

decir, su hospitalización duró 5 días.  De la Unidad de Traumas 

pasó a la casa de sus padres donde permaneció hasta principios 

del mes de octubre.  Al principio no podía moverse, lo tenía que 

hacer casi todo en la cama y sufría de intensos dolores, luego 

utilizaba muletas para moverse. Continuó como paciente 

ambulatorio del Centro Médico de Río Piedras hasta enero de 2011.   

Como resultado de la fractura del fémur quedó con una 

incapacidad de un 3% de la totalidad de sus funciones corporales. 

Este quedó con tres cicatrices en su cuerpo que, según indicó, 

cuando la gente las ve, es como volver de nuevo a lo que vivió. 

Fue evaluado por un médico fisiatra luego de ser referido a 

este por un ortopeda.  La evaluación inicial tuvo lugar el 2 de 
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diciembre de 2010, tras lo cual se le dio orden médica para 10 

sesiones de terapia para aliviarle y mejorarle la fuerza en la pierna, 

de las cuales tomó 8, y se le citó a visita de seguimiento.  La visita 

de seguimiento con el fisiatra tuvo lugar en marzo de 2011 y se 

encontró que su cadencia al caminar estaba normal, tenía 

movilización completa de la cadera izquierda, la cual había sido 

sometida a cirugía de fijación del hueso del fémur y en un dedo del 

pie.  El costo de las terapias que tomó en periodos intermitentes 

las cubrió el Plan Triple S y el demandante pagó el deducible de 

$5.00 por terapia. 

Por otro lado, el TPI le adjudicó a Rosa Tirado un valor de 

$100,000 a sus angustias mentales y psicológicas.  No obstante, 

no surge de la sentencia emitida los hechos claros y específicos en 

los que se apoya para alcanzar esa valorización. 

Dicho foro primario encontró establecido que: 

[…] 

62.  Como resultado de su condición física y 
emocional, la relación consensual de Rosas Tirado y 

Betancourt se vio afectada hasta el punto que la 
misma terminó. 

63.  En noviembre de 2010, Rosas Tirado  

comenzó tratamiento psiquiátrico con el Dr. José R. De 
Jesús, psiquiatra, Hospital Metropolitano de Cabo 

Rojo, hasta marzo de 2011, quien durante el 
tratamiento le diagnosticó Depresión Severa.‖ 

64.  Rosas Tirado tuvo una hospitalización por 

causa de la depresión. 
65.  Para la última visita, el Dr. Jorge R. De 

Jesús le dio a Rosas Tirado un GAF15 de 60 ya que 

había recuperado. 
[…] 

 
Surge de la TPO que Rosas Tirado visitó al Dr. José R. De 

Jesús Santos, psiquiatra, el 9 de noviembre de 2010.  Su queja 

para visitarlo fue que refería padecer de insomnio, dificultad, 

anorexia o pérdida de apetito y problemas con la pareja.  En esa 

ocasión se inició tratamiento con orden médica para medicamento 

                                                 
15 Significa Global Assessment of Function. Según testimonio del Dr. De Jesús 

Santos, esta es una escala de cero a cien que indica cuan grave o cuál es la 

mejoría o el deterioro de la condición del paciente. 
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antidepresivo (se comenzó una dosis baja de escitalopran 10 

miligramos) y otro para el sueño (clonazepan en dos miligramos).  

Luego, visitó al Dr. De Jesús Santos los días 23 de noviembre de 

2010, 3 de marzo de 2011 y el 25 de agosto de 2011, el 8 de 

septiembre de 2011 y el 11 de octubre de 2011.  La dosis de 

escitalopran fue aumentada a 20 miligramos porque refirió sentirse 

ansioso.  En la visita del mes de marzo Rosas Tirado le informó al 

médico que había salido de una hospitalización parcial 

(ambulatoria) en el Hospital Panamericano de Mayagüez.  Esto se 

refiere a un lugar donde el paciente va y recibe tratamiento intenso 

dentro de la institución, pero no tiene síntomas tan severos que 

requieran una hospitalización.  De allí salió con medicamentos 

Fluxetina de 20 miligramos y Trazodone de 50 miligramos.  El Dr. 

De Jesús Santos desconoce si este había abandonado el 

tratamiento o se estaba tratando con otro psiquiatra.  Para las 

últimas dos visitas ya se sentía mejor.  Llegó de la hospitalización 

parcial con 55 de GAF, esto es una depresión mayor, de moderada 

a severa y para septiembre de 2011 tenía un GAF de 60 que 

significa mejoría.  Según el médico respondió, 60 significa ―más o 

menos como yo debo estar ahora‖.  En octubre 2011, se le 

recomendó seguimiento, pero Rosas Tirado no regresó. 

Al finalizar el turno de preguntas, el Juez que presidía el 

juicio le preguntó al doctor ―si como parte de su intervención 

médica y los servicios prestados a Juan Gabriel usted pudo 

identificar que Juan Gabriel como paciente sufre y continuará 

sufriendo severas angustias, dolores y sufrimientos mentales, 

morales, psicológicos, espirituales y emocionales, los cuales le han 

incapacitado de forma parcial‖.  El médico contestó: ―La última vez 

que yo lo había visto, Su Señoría, había mejorado el paciente.  La 

respuesta sería No‖. 
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Durante su declaración Rosas Tirado expresó que las 

cicatrices que tiene en su cuerpo le causan recuerdos todo el 

tiempo, que es como volver de nuevo a lo que vivió y que se siente 

―como en depresión‖.  Declaró, además, que durante los dos meses 

y medio que estuvo en cama no se podía mover y que su madre le 

ayudada.  Al principio su pareja también le ayudaba, pero al caer 

en depresión no le apoyaba tanto, lo que empeoró su situación, no 

podía dormir y tenía ansiedad.  Indicó que en octubre de 2010 

cuando fue a vivir por su cuenta, estuvo en reposo, estaba en 

muletas, no podía caminar bien todavía y estuvo en depresión.  

Expresó que la relación con su pareja terminó a causa de la 

depresión, que siempre estaban de mal humor y tenían muchas 

discusiones.16     

De otra parte, el TPI concluyó que, Rosas Tirado, quien a la 

fecha del accidente trabajaba en el Departamento de Centro 

Médico, como resultado de la ocurrencia no pudo trabajar desde el 

28 de julio de 2010 hasta el mes de febrero de 2011 y que este no 

pudo precisar con exactitud la cuantía de su pérdida de ingresos.  

Valoró los daños económicos de este, calculados a base de $5.25 

por hora, en la suma de $6,006.00 como resultado del tiempo en 

que no pudo trabajar.17 

Surge del testimonio ofrecido por Rosas Tirado que en el 

tiempo en que este estuvo fuera de su trabajo, tuvo una licencia 

con sueldo.  Aproximadamente treinta días fueron cargados a su 

licencia de vacaciones y más o menos el mismo tiempo con cargo a 

su licencia de enfermedad.  De octubre a febrero se quedó sin 

licencia, sin sueldo.  Trabajaba en turnos rotativos.  Su sueldo 

dependía de los turnos ya que de noche era tiempo doble o triple. 

Su sueldo básico bruto para el año 2010 era como $1,300.00 al 

                                                 
16  TPO, 26 de febrero de 2014, págs. 40-44, 52. 
17 Véase Sentencia apelada: Determinaciones de hechos 70, 71 y 72; Conclusión 

de Derecho 59. 
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mes.  Indicó que su salario por hora era $9.80 más o menos, 

aunque no recuerda.18   

El TPI calculó los daños económicos por el tiempo en que 

Rosas Tirado no pudo trabajar a razón de $5.25 por hora aun 

cuando del testimonio de la prueba se indicó que su salario por 

hora era de $9.80.  No surge que se haya presentado otra evidencia 

sobre ello. 

Una lectura de la sentencia apelada refleja que respecto a los 

daños sufridos por la madre codemandante, el TPI encontró 

demostrado que ella estuvo cuidando a su hijo mientras este 

estuvo guardando cama en su casa (aproximadamente dos meses y 

medio).  Era quien lo bañaba y pasaba por la experiencia de 

escuchar los gritos de su hijo debido al dolor que ello le causaba.  

Esta recibía tratamiento psiquiátrico antes del accidente y su 

condición emocional empeoró debido a los angustiosos 

padecimientos mentales, emocionales y psicológicos que le causó 

la condición de su hijo.  El TPI valoró sus daños mentales y 

psicológicos en la suma de $20,000.00, la cual nos parece una 

suma razonable ante el periodo de tiempo que duró esta atención 

brindada en su propio hogar y lo angustioso que resultó para ella 

desde que advino en conocimiento del accidente, según surge de 

los testimonios ofrecidos, prueba que no fue refutada por el 

apelante. 

En cuanto a los daños del padre codemandante, la sentencia 

solo indica, ―Como resultado directo de los daños sufridos por 

Rosas Tirado, su padre, Rosas Soto sufrió angustias mentales y 

psicológicas‖.  Aun cuando la sentencia no describe las mismas, le 

adjudicó un valor de $10,000. 

Igual ocurre en cuanto a la codemandante Betancourt 

Cancel.  El TPI consigna como una determinación de hecho que 

                                                 
18 TPO 26 de febrero de 2014; págs 45-46, 134, 144-145. 
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―Como resultado directo de los daños sufridos por Rosas Tirado, su 

excompañera consensual, Betancourt sufrió angustias mentales y 

psicológicas‖.  Tampoco describe detalles sobre estas angustias.  

Le adjudicó un valor por tales daños ascendentes a la suma de 

$5,000. 

El demandante Rosas Soto declaró en la vista en su fondo 

que estaba en su trabajo cuando recibió una llamada de su esposa 

indicándole que cuando saliera pasara por el Centro Médico de 

Mayagüez, al salir pasó allá donde encontró a su esposa llorando 

quien le explicó del accidente, allí escuchó gritar a su hijo en una 

camilla con una cuellera.  Él se puso nervioso y cuando se llevaron 

al hijo en ambulancia, su esposa se desplomó, lo que lo puso más 

nervioso aún.  Estuvieron aproximadamente dos horas y media en 

Centro Médico.  Fueron a la casa para prepararle la maleta antes 

de salir hacia Centro Médico de Río Piedras donde permaneció 

hasta que dieron de alta a su hijo, mientras tanto llamó a su 

trabajo y pidió los días libres; no le pagaron por ello, eso 

representa en valor económico aproximadamente $200.00 de tres 

días de trabajo.  Al regresar a la casa ayudaba a bañarlo y darle 

comida.  Se sentía ansioso y nervioso por la condición de su hijo ya 

que no podía caminar y había que ayudarlo para que hiciera las 

necesidades en la cama.  Se siente mal porque su hijo se pasa de 

mal humor; casi no le visita y no responde a llamadas.  Su 

testimonio no fue refutado. 

Por su parte, la demandante Betancourt Cancel, quien 

convivía con Rosas Tirado y junto a quien procreó un hijo que a la 

fecha del juicio tenía 5 años, declaró que el día del accidente ella 

no había ido a trabajar, vecinos le avisaron del accidente y llegó 

hasta el lugar donde vio a su compañero gritando, estuvo allí hasta 

que paramédicos se lo llevaron, fue a la casa, llamó a donde 

cuidaban a su hijo y a la madre de su compañero, llegó luego al 
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Centro Médico de Mayagüez y se quedó allí hasta que lo 

trasladaron en ambulancia aérea.  Se sentía ―bien destruida‖ y 

pensaba que ―lo iba a perder‖.  De ahí salió a prepararle un bulto a 

su hijo para dejarlo con su madre y se fue a Centro Médico a San 

Juan con los padres de Rosas Tirado donde permaneció los cinco 

días en que éste estuvo hospitalizado.  Allí se sentía triste.  Cuando 

éste pasó a la casa de sus padres, ella se fue con él a esa casa.  Allí 

ayudaba a cuidarlo en las tardes, ya que tenía que trabajar para 

pagar los gastos del que era su hogar y tenía que atender su hijo.  

Sentía mucha presión.  Su compañero le trataba mal ya que le 

gritaba.  Estuvo allí como dos meses, no aguantó más y se fue a la 

casa de sus padres.  Cuando su compañero regresó al hogar, ella 

regresó para darle una oportunidad, buscó ayuda con un 

psicólogo, se sentía deprimida, pero él no quería buscar ayuda, 

cada vez era peor y no aguantó, se fue.   Antes del accidente 

peleaban, cosas de discusiones normales; no como después del 

accidente.  Ese testimonio tampoco fue refutado.  No obstante, ella 

declaró que llevaba viviendo con Rosas Tirado cuatro años. Al 

inicio no fue precisa, indicó tres a cuatro años.  Respecto al tiempo 

de convivencia consensual, Rosa Tirado indicó dos o tres años y 

más tarde dijo dos años.  El TPI no consignó un hecho al respecto.   

Sobre las determinaciones que efectúa el foro de primera 

instancia, ha sido reiteradamente establecido que estas tienen que 

ser claras, específicas y con base en la prueba.  Luego del análisis 

que hemos hecho, estimamos que la prueba sostiene cabalmente la 

determinación de negligencia por parte del Municipio y que por la 

actuación negligente de su empleado, los apelados sufrieron unos 

daños en concepto de angustias mentales.  En fin, luego de evaluar 

las determinaciones efectuadas por el foro primario, concluimos 

que la adjudicación del valor probatorio de la prueba aportada en 

el juicio celebrado, merece nuestra total deferencia.  Ante la 
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ausencia de pasión, error, prejuicio o parcialidad en las 

determinaciones que hiciera el TPI, damos deferencia a las mismas 

y confirmamos la determinación de causa próxima y negligencia, 

así como de daños sufridos hecha por el foro primario.  No 

obstante, luego de haber analizado de manera ponderada, 

particularmente la prueba oral, y al tomar en cuenta la ley y la 

doctrina aplicable, encontramos que la valoración de los daños 

físicos y angustias mentales de los apelados Rosas Tirado, Rosas 

Soto y Betancourt Cancel, hecha por el TPI no se adecúa a la 

prueba desfilada, ni encuentra apoyo en los precedentes que 

nuestro más Alto Foro ha promulgado a través de la normativa 

jurisprudencial.  La sentencia apelada carece de detalles en 

este aspecto, lo que nos lleva a considerar la valoración hecha 

una excesiva.  Cabe recalcar la importancia de detallar en los 

dictámenes los casos que se utilicen como referencia  o punto de 

partida para la estimación y valoración de daños y el cómputo 

realizado para establecer las cuantías que se concedan.19   

Ciertamente, las partidas concedidas por el foro apelado 

rebasan el límite establecido en el Artículo 15.004 de la Ley de 

Municipios Autónomos para las reclamaciones por daños y 

perjuicios causados a la persona o la propiedad por la culpa o 

negligencia de los municipios, la cual es aplicable al demandado 

Municipio de Hormigueros.  De conformidad al Artículo antes 

aludido, cuando por una misma actuación u omisión se causen 

daños y perjuicios a más de una persona, la indemnización no 

podrá exceder la suma de ciento cincuenta mil dólares 

($150,000.00).  Procede que el TPI corrija este error y en vista del 

                                                 
19 Luego de considerar que no existen dos casos exactamente iguales, 

encontramos los siguientes casos similares anteriores:  Quiñones López y otros 

v. Manzano Pozas y otros, 141 DPR 139 (1996); Hernández Ruiz v. Estado Libre 

Asociado de PR, KLAN200300967, KLAN200301333 y Narváez Villanueva v. 
Lanco Manufacturing Corp., KLAN0200943, KLAN0200948 (estos últimos con 

carácter persuasivo). 
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ajuste que deberá hacer en la sentencia, considere la proporción 

en daños sufridos por los demandantes apelados. 

IV. 

 

En mérito de los fundamentos antes esbozados, confirmamos 

el dictamen apelado en cuanto a la determinación de negligencia 

formulada y devolvemos el caso al TPI para que, a tenor con el 

Artículo 15.004 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, y en 

virtud de lo aquí resuelto, el foro primario valorice nuevamente 

la cuantía en daños sufridos por los demandantes Rosas 

Tirado, Rosas Soto y Betancourt Cancel, tomando como base 

la prueba desfilada y concesiones otorgadas en casos similares 

resueltos anteriormente y así proceda a fijar la compensación 

que corresponde conceder a cada uno de los demandantes bajo 

los parámetros del límite establecido por ley.  

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


